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Una problemática evidente en nuestro país en estos últimos tiempos es la existencia de alto 
índice de infracciones de connotación sexual a estudiantes el sistema educativo ecuatoriano, 
conocidos por padres de familia que claman por intervención adecuada y oportuna, pero, 
lastimosamente esta problemática es perenne, pues, este sistema demostró sus fallas al 
retirar a profesores de las instituciones educativas y no propender al ingreso de docentes 
calificados que aseguren a los estudiantes ecuatorianos una educación integral que es lo que 
todo padre espera que su hijo. Pero, ¿Es en la institución educativa donde los estudiantes son 
abusados sexualmente?, a manera de ejemplo tenemos los siguientes datos: Durante el 2014 
se registraron 271 denuncias de infracciones sexuales en las instituciones educativas. En 
2013, existió 634 denuncias de violencia sexual contra niñas y adolescentes registradas, el 
85% se relacionaba con violaciones contra niñas  y  adolescentes.  La violencia  sexual  en  
las  instituciones educativas ecuatorianas configura graves violaciones a los derechos de 
integridad y libertad personal de niñas, niños y adolescentes. Esta problemática afecta de 
manera desproporcionada a este sector vulnerable, principales víctimas de abuso y acoso 
sexual por parte de sus compañeros y profesores. La presente investigación busca identificar 
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las infracciones de connotación sexual, recalcando que es un estudio en campo 
administrativo, lo que le convierte al sistema educativo en participe de esta problemática que 
incluso, podría acarrear responsabilidad internacional del Estado por inobservancia.   
PALABRAS CLAVE: infracciones sexuales; sistema educativo ecuatoriano; la violencia 
sexual; derechos sexuales y reproductivos 
 
ABSTRACT 
An obvious problem in our country in recent times is the existence of high rate of sexual 
connotation to students in the Ecuadorian educational system, known by parents who call for 
appropriate and timely intervention, but unfortunately this problem is perennial, then, This 
demonstrated its faults by withdrawing teachers from educational institutions and not 
encourage the entry of qualified teachers to ensure Ecuadorian students a comprehensive 
education that is what every parent expects their child. But, is it in the educational institution 
where students are sexually abused? For example, we have the following  information:  During  
2014  there  were  271  reports  of  sexual  offenses  in educational institutions. In 2013, there 
were 634 complaints of sexual violence against registered  girls  and  adolescents,  85%  were  
related  to  rapes  against  girls  and adolescents. Sexual violence in Ecuadorian educational 
institutions constitutes serious violations of the rights of integrity and personal freedom of 
children and adolescents. This problem disproportionately affects this vulnerable sector, the 
main victims of sexual harassment and abuse by their peers and teachers. The present 
investigation seeks to identify sexual connotation infractions, emphasizing that it is a study in 
administrative field, which turns the educational system into a participant in this problem that 
could even lead to international responsibility of the State for non-observance. 




El presente trabajo de Investigación funda un hecho significativo, tomando en cuenta que se 
habla de una situación reciente que causo gran alarma social respecto a la vulneración de 
varios derechos establecidos en la Constitución de la República del Ecuador, como el derecho 
a la educación determinado en el Art. 27 La educación se  centrará en el ser humano y 
garantizará su desarrollo holístico, en el marco del respeto a los derechos humanos, en el 
presente caso el Estado no garantizo un correcto desarrollo del estudiante en un ambiente 
educativo sano, correcto y con respeto a sus derechos tan importantes como el que estipula 
el Art. 66 numeral 3 El derecho a la integridad personal, que incluye: La integridad física, 
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psíquica, moral y sexual. Además de ser evidente que todas dichos vulneraciones son justo 
en contra de un grupo de atención prioritaria reconocido en la constitución en su Art 44 El 
Estado, la sociedad  y la familia promoverán de forma prioritaria el desarrollo integral de las 
niñas, niños y adolescentes, y asegurarán el ejercicio pleno de sus derechos; se atenderá al 
principio de su interés superior y sus derechos prevalecerán sobre los de las demás personas.   
En los casos investigados existe un factor en común el Estado, prefirió proteger su integridad 
y la de sus instituciones educativas públicas antes que los derechos las de los niños. Si bien 
es considerado un derecho bastante complejo de materializar en su totalidad, el derecho a la 
educación sin duda implica políticas y valores progresistas es decir las el derecho a la 
educación comprende la preocupación por la integridad física, psíquica y emocional de los 
seres estudiantes además de su desarrollo académico, previniendo  y  evitando  las  
amenazas  que  surjan  por  parte  de  los  docentes, administrativos o incluso los mismos 
estudiantes.   
Por 10  años  los  ecuatorianos  hemos  sido  testigos  del  paulatino  y  sistemático 
desmantelamiento del “sistema integral de protección de derechos”, en particular el de niñez 
y adolescencia. Al amparo de una constitución garantista de derechos, se ha gestado la 
desmovilización social; el control y el autoritarismo de ciertas autoridades y entidades del 
sector público fue mermando la participación ciudadana, generándose una brecha en el 
ejercicio pleno de sus derechos. En ese contexto se analiza los presentes caos:  
Casos de violencia y delitos sexuales registra el Ministerio de Educación entre el 2014 y el 
2017 El Ministerio de Educación ha reportado 882 casos de violencia sexual, dentro y fuera 
del sistema educativo del país. Uno de estos casos es el ocurrido en el colegio réplica Aguirre 
Abad de Guayaquil, plantel intervenido de forma integral, con base en el Acuerdo Ministerial 
87. Allí se han detectado diez casos por delitos sexuales. De los 882 casos, 561 corresponden 
a situaciones vinculadas al sistema educativo, entre los que están: docentes, administrativos, 
estudiantes y otros.  Al momento  existen  463  sumarios administrativos. El Ministro de 
Educación, Falconí, señaló que en todos los casos se ha procedido con la suspensión de 
funciones, aunque Marcelo Jaramillo, coordinador jurídico, aclaró que con los estudiantes se 
toman otro tipo de medidas. Falconí no descartó que existan más casos, pero aclaró que estos 
son los denunciados. Los 321 casos restantes corresponden a casos fuera del sistema 
educativo, en los que están involucrados parientes, amigos, conductores y otros. Falconí 
sostuvo que en el caso del Aguirre Abad hubo omisión, irresponsabilidad y negligencia por 
parte de las autoridades del plantel que significó la fuga de los implicados. Según el Ministerio, 
el Departamento de Consejería Estudiantil del plantel intervenido entregó dos informes el 30 
de mayo y el 6  de  junio  alertando  sobre  indicios  de  responsabilidad  de  un  docente.  
Estos documentos fueron entregados a la rectora, quien no intervino como debía. La rectora  
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remitió el informe a la Dirección del Distrito, cuya directora devolvió el trámite a la institución 
educativa. Falconí dijo que hubo omisión en la directora del Distrito, por lo se dispuso su 
separación. 
El acuerdo ministerial para la intervención de la institución contempla la valoración psicológica 
a los niños, que el Departamento de Consejería dé atención a las víctimas de los abusos y 
brinde acompañamiento a los padres. Además, que se inicien los procesos  administrativos  
sancionatorios  en  contra  de  los  autores,  cómplices  y encubridores. “Deberán hacer el 
seguimiento correspondiente a todas las actuaciones e intervenir de ser necesario en defensa 
del interés público de la educación del interés superior del niño”, dice el acuerdo. En ese 
documento se ratificó a Néstor Loor como interventor y deberá brindar todas las facilidades a 
la Fiscalía y demás autoridades judiciales para el esclarecimiento de los hechos.  
Las víctimas y sus familias no habían denunciado por vergüenza o por miedo, por lo que 
incluso las autoridades buscan que haya mejores leyes que permitan enfrentar el problema.  
Tan sólo en tres años se han reportado casi 900 casos de acoso sexual, de los cuales 65% 
fueron cometidos por personal educativo o administrativo de las escuelas.  
El caso de los 100 niños ha indignado a la población, sobre todo después de que se dieron a 
conocer algunos detalles, entre los cuales refieren que al menos cuatro profesores encerraban 
a niños en el baño y abusaban sexualmente de ellos, les tomaban fotografía y hasta los 
obligaban a beber orina.  
El colegio se encuentra en una de las zonas más pobres de la ciudad en donde se detuvo a 
un sospechoso, aún sin la colaboración de la responsable del plantel.   
Sin embargo, estos únicamente son los delitos que se encuentran investigados pero las 
denuncias son mucho más entre 2004 y 2018 se presentaron 2.673 denuncias por abuso 
sexual en instituciones educativas.  
El Ministro de Educación Fander Falconí considera que el informe de la Comisión A, aprobado 
el último viernes, va de la mano con las acciones que realiza su cartera de Estado en torno a 
los casos de abuso sexual contra niños y adolescentes.  
En este marco, el ministro Falconí resaltó el desarrollo de la campaña “Más unidos más 
protegidos” que se centra en 5 componentes.  
“Por un lado transparentar la información relacionada con los casos de violencia sexual en los 
planteles educativos, segundo contar con políticas claras de restitución de derechos, una 
tercera estrategia está centrada en la sanción el cuarto relacionado con los temas de 
prevención y por último se ha conformado una comisión interinstitucional para tratar casos de 
abuso sexual”, explicó el ministro.  
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Además, el Falconí destacó la revisión y levantamiento de sumarios administrativos que 
fueron archivados desde el 2014 y otros con sanciones leves en relación a la magnitud de los 
hechos.  
“Al momento varios de estos casos están cerrando la fase indagatoria. Entramos a la fase de 
instrucción, formulación de cargos para que se dé la audiencia de juicio y exista una sentencia 
por parte de la justicia ordinaria. A nuestro entendimiento la mayoría deben  ser  dictámenes  
acusatorios”,  indicó  Marcelo  Jaramillo,  asesor  Jurídico  del Ministerio, respecto a estos 256 
sumarios entregados a la Fiscalía.  
El ministro Falconí indicó que desde el 2014 hasta marzo del presente año se han registrado 
2 mil 673 denuncias por abuso sexual. 57% de estas denuncias están localizadas al interior 
del sistema educativo y un 43% están localizadas fuera del sistema educativo.  
De las denuncias mencionadas, el ministro Falconí no indicó cuántas se registraron en lo que 
va de su gestión.  
“Cada cual debe responder como así lo crea conveniente respecto a las responsabilidades y 
las implicancias de este informe”, dijo el Ministro de Educación respecto a la responsabilidad 
política que establece el informe contra el ex ministro Augusto Espinosa.  
Falconí aseguró que acogerá de manera inmediata las 15 recomendaciones del informe que 
van desde la formación académica de los futuros docentes hasta realizar controles a 
autoridades e instituciones educativas.   
Estado actual del problema  
Desde el 2014 hasta el 27 de junio de 2018, el Ministerio de Educación recibió 4.111 
denuncias de violencia sexual, de las cuales 2.274 se cometieron fuera del entorno. Por su 
parte Jaramillo agregó que son necesarias reformas al Servicio Público y al Código 
Administrativo para que este tipo de actos no prescriban a nivel administrativo.  
De esta forma, los casos se podrían reabrir en cualquier momento para profundizar en las 
investigaciones.  
(I) El sistema educativo público tiene 144 mil profesores y más de 20 mil a contrato, para 
cuatro millones y medio de estudiantes. Se han ordenado pruebas psicométricas para todos 
los docentes: los que son parte del magisterio y los que entran bajo la modalidad de contrato. 
Luego del caso Ampetra también se dispuso que se realicen las pruebas psicométricas en las 
instituciones educativas del sector privado. 
Así también causó alarma social el hecho de que existan 100 casos en una misma escuela. 
No todos los casos están relacionados con el maestro que se busca, tampoco son recientes, 
pero el gobierno de esa ciudad de Ecuador reconoce que es el mayor escándalo de ese tipo.  
Las investigaciones,  reportó  El  País,  han  arrojado  que  algunos  menores  fueron 
toqueteados, pero un alto porcentaje fueron violados.  
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Todo comenzó a destaparse con la denuncia de una madre ante la Fiscalía, pero las 
autoridades del Departamento de Consejería Estudiantil conocían el problema desde mayo 
pasado, según una fuente consultada por el diario.  
“El  Departamento  de  Consejería  Estudiantil  entregó  dos  informes  a  la  rectora 
(responsable de la escuela): uno el 30 de mayo y el segundo, el 6 de junio… Ella pasó el 
documento al Distrito Educativo, que sólo procedió a devolverle el documento, sin hacer 
nada”, alertó ante la prensa el ministro Fander Falconí. 
escolar y 1.837 ocurrieron dentro de él. Asimismo, se han entregado 734 resoluciones de 
casos archivados o suspendidos en la Fiscalía General del Estado, para revisión.   
Las cifras fueron presentadas este miércoles, 18 de julio de 2018, durante el encuentro entre 
autoridades del Ministerio de Educación y otras carteras de Estado que conforman la Mesa 
Espacios Libres de Violencia realizado en el norte de Quito.  
Durante la reunión también se mostraron los avances en las acciones articuladas para afrontar 
la violencia en el sistema educativo en trasparencia de información, normativa, reparación, 
prevención y acceso a la justicia.  
Una  de  las  principales  acciones  que  maneja  el  Ministerio  de  Educación  es  el 
mejoramiento de la normativa, por tal razón esta Cartera de Estado ha propuesto reformas a 
la Ley Orgánica de Educación Intercultural, en la Asamblea Nacional. Por otro lado, se ha 
fortalecido las capacidades de los profesionales DECE sobre hechos de violencias que 
sustentan los sumarios administrativos ante casos de violencia.  
En materia de reparación se construyó un protocolo de reparación integral a víctimas de 
violencia sexual. Con el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos se transfirió más 
de un millón de dólares para el fortalecimiento de los Servicios de Protección a víctimas 
(SEPE), que ya han iniciado procesos de atención a 686 casos.  
Sobre prevención, en cambio, se ha difundido las campañas comunicacionales de prevención 
con Unicef: ‘Aprende a ser tu propio Superhéroe’ y ‘Conviértete en un súper padre para 
combatir el abuso sexual’. Por otro lado, en coordinación con el Consejo para  la  Igualdad  
Intergeneracional  (CNII),  2.400  estudiantes  participaron  en  los encuentros Hablas tú, Hablo 
yo, para construir la política de prevención.  
Los representes reiteraron su compromiso y apoyo a las acciones interinstitucionales que  ha  
liderado  en  Ministerio  de  Educación,  en  coordinación  con  entidades  del Ejecutivo,  
Legislativo  y  Judicial,  para  garantizar  los  derechos  de  niñas,  niños  y adolescentes. 
(Ministerio de Educación, 2018).  
ANTECEDENTES.  
Entre 2014 y 2018, el sistema educativo receptó 3.300 denuncias por violencia sexual, informó 
el miércoles 9 de mayo el ministro de Educación, Fander Falconí, ante la Comisión  Ocasional  
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Aampetra  de  la  Asamblea,  presidida  por  Silvia  Salgado.  “De acuerdo con las denuncias, 
3.975 víctimas de delitos sexuales hubo en los planteles”, manifestó el funcionario. Entre 2015 
y 2017, el sistema judicial contabilizó 27.666 casos, agregó. Además, el Ministerio intervino 
ocho instituciones educativas, cinco en Quito, una en Manta y dos en Guayaquil. En la 
Academia Aeronáutica Pedro Traversari (Aampetra), con sede en la capital, se reguló la planta 
docente. Falconí mencionó que 1.212 profesores fueron relacionados con delitos sexuales, 
así como 337 estudiantes y 74 empleados administrativo y de limpieza.   María Fernanda 
Porras, subsecretaria para la Innovación Educativa y del Buen Vivir, explicó que de las 3.300 
denuncias, 1.623 pertenecen al sistema educativo y 1.677 corresponden al entorno. El 
Ministerio de Educación notificó 196 sumarios administrativos de 292. Se cumplieron 140 
audiencias y se emitieron 40 resoluciones, de las cuales 38 profesores fueron desvinculados, 
tras recursos de revisión, y se rectificó la inocencia de dos docentes. “A la fecha fueron 
entregados a la Fiscalía General del Estado 385 resoluciones de casos archivados o 
suspendidos para su revisión. Estos expedientes datan desde 2014 hasta 2018”, señaló 
Marcelo Jaramillo, coordinador Jurídico del  Ministerio de Educación. Al encuentro asistieron 
padres de las víctimas, quienes solicitaron al Ministerio de Educación mayor  
atención a los planteles particulares, en la contratación de profesores, ventas de libros, 
uniformes y más pagos. En torno al caso del sacerdote que presuntamente abusó de un menor 
en Cuenca, en 2015, Henry Calle dijo que la institución educativa fue intervenida;  
Falconí dijo que 147.000 docentes y 57.000 aspirantes serán evaluados psicométricamente. 
(Telégrafo, 2018).  
Necesidad e importancia del tema.  
La Ley Orgánica de Educación Intercultural, determina los principios y fines generales que  
orientan  la  educación  ecuatoriana.  Sin  embargo,  algunos  de  los  procesos establecidos 
en la mencionada Ley como en su Reglamento General, no son totalmente efectivos en la 
práctica diaria, deformando de esta manera el sentido de la resolución de conflictos de manera  
concreta, efectiva y eficaz a través de un sistema que establece como procedimiento que sea 
una Junta de Resolución de Conflictos integrada por el Director Distrital, el Jefe de Talento 
Humano y el Jefe de Asesoría Jurídica de los Distritos Educativos a nivel nacional, los 
llamados a brindar solución a los diferentes Conflictos que surjan en el Sistema Educativo, no 
obstante, el proceso en la práctica ha generado grande inconvenientes en los diferentes  
Distritos de Educación evitando así sustentar y motivar adecuadamente cada una de las 
resoluciones que de su seno emanan, es por esto que se propone realiza cambios de fondo 
y forma a la Ley Orgánica  de Educación  Intercultural  con  el  propósito  de  dinamizar  el  
sistema,  proponiendo implantar métodos acordes a la realidad actual y que indudablemente 
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permitan concluir satisfactoriamente los diferentes hechos o circunstancias que nacen en el  
sistema educativo ecuatoriano.  
Alcance del problema investigativo y los objetivos del estudio  
La Ley de Educación Intercultural es un compendio  total de  disposiciones orientadas  al  
marco  educativo, reconociendo además  que  en  el  Sistema  Educativo ecuatoriano se 
presentan indudablemente conflictos, los cuales podrían ser solucionados de  manera  
precisa;  a  partir  de  este  punto  se crearon las Juntas  de  Resolución  de Conflictos, las  
mismas  que  actualmente no han podido alcanzar el objetivo planteado, tampoco  cumplen 
con la expectativa de ofrecer un verdadero análisis y solución a los grandes problemas que 
se presentan diariamente en la comunidad educativa en general.  
La justificación del presente trabajo de investigación se enfoca principalmente en demostrar 
que en la actualidad el procedimiento aplicado en la resolución de conflictos no está 
garantizando una medida definitiva y que analice a profundidad los diferentes abusos de 
connotación sexual en contra de estudiantes que se presentan, y que garanticen la respectiva 
sanción a los perpetradores de los presentes delitos. 
Objetivo general:  
Analizar los casos de infracciones administrativas de connotación sexual en el sistema 
educativo ecuatoriano.  
Objetivos específicos:  
• Realizar estudios que revelen las principales causas de la falta de atención oportuna 
a los conflictos de abusos sexuales que se presenten en instituciones educativas.  
• Reconocer las principales falencias que no permiten una solución definitiva a los 
conflictos de cualquier índole que surgen en la comunidad educativa.  
• Identificar las vulneraciones a los derechos de las víctimas.  
• Las características de los sujetos o del material empleado  
El material que se utilizó para nuestra investigación es el que detallamos a continuación:  
1. Ley Orgánica De Educación Intercultural   
2. Reglamento General a La Ley Orgánica De Educación Intercultural  
3. Cifras actualizadas de casos de violencia sexual y acciones interinstitucionales 
emitidas por el Ministerio de Educación  
4. Acuerdo número MINEDUC-MINEDUC-2018-00001-A, emitido por el ministro de 
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Los recursos utilizados son el material informativo al que se ha accedido vía internet, con la 
precaución de recabarla por medio de vías confiables que permitan conocer información 
verdadera, misma que fue contrastada con la normativa expuesta dentro de la introducción y 
los aportes doctrinarios inherentes a explicar la concepción de la Constitución,   
El proceso se realizó mediante técnicas de investigación cualitativa que permiten el estudio 
sistematizado y especifico de las piezas procesales detalladas anteriormente, perdiéndonos 
el tal sentido realizar un estudio en un espacio tiempo determinado y aplicable a nuestra 
actualidad ya que los hechos sometidos a estudio tuvieron lugar en nuestro país ecuador, 
específicamente en la provincia de Pichincha, cantón Quito, y en el recurrir del presente año.  
La metodología a emplearse en el presente trabajo investigativo no ayudara a dilucidar las  
características  individualizadas  de  la  norma  constitucional  que  hemos  citado 
anteriormente para evidenciar sus alcances de forma subjetiva con la finalidad de entender el 
alcance extensivo o privativo de referida norma y posterior a ello evidenciar donde se aplicaron 
de forma material los excesos de poder.  
Método Analítico.- El método analítico es un camino para llegar a un resultado mediante la 
descomposición de un fenómeno en sus elementos constitutivos, debiendo tener en cuenta 
que son múltiples y muy diversas las especies de análisis, que se señalan por la naturaleza  
de lo analizado: análisis material, o partición, análisis químico o descomposición,  análisis  
matemático  o  clasificación,  análisis  lógico  y  racional  o distinción, análisis literario o crítica 
de los elementos de belleza (Montaner y Simón, 1887, p. 133). Este método permitió realizar 
un análisis detallado del cuerpo de leyes que debe considerar el sector público en cada caso 
específico.  
Método Gramatical. - Es aquel que permite establecer el o los sentidos y alcances de la ley 
haciendo uso del tenor de las propias palabras de la ley, es decir, al significado de los términos 
y frases de que se valió el legislador para expresar y comunicar su pensamiento. Este método 
se concentra en poner atención en la manera como fue redactada la disposición legal por 
parte del legislador, es decir analizar mediante las reglas gramaticales y del lenguaje 
encontrar sentido a lo ahí mencionado, analizar sencillamente las expresiones, recordemos 
que el legislador por obligación debería redactar una ley para que cualquier ciudadano pudiera 
interpretarla. En consecuencia, se utilizará para buscar un significado a partir de lo que, 
gramaticalmente expresado en la Constitución, en relación a los decretos ejecutivos y los 
actos administrativos, para que nos permita entender el alcance y los límites fijados en su 
concepción, y las leyes que deben respetarse, con sujeción absoluta.  
Método Axiológico. - La Axiología Jurídica, conocida también como Teoría del Derecho Justo, 
es una parte de la Filosofía Jurídica que procura descubrir los valores en los cuales se debe 
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inspirar el Orden Jurídico Positivo, dilucidando un modelo que primará, una lisa Teoría de la 
Justicia. En este sentido, la Axiología es la ciencia que trata de los valores. La Filosofía del 
Derecho, como fundamento de su existencia, tiene una doble finalidad: indagar sobre los 
orígenes del derecho en búsqueda del concepto más adecuado, como también en lo relativo 
a sus valores, esto último comprende la Axiología Jurídica, dedicada a tratar los fines 
valorativos del derecho, encontrarlos, analizarlos, calificarlos y hasta jerarquizarlos. En 
consecuencia, a la aplicación de este método, se explicarán los valores que verdaderamente 
desarrolló la Constitución de la República del Ecuador en la realidad y la finalidad que esta 
tenía para que se realicen los decretos ejecutivos. 
 
RESULTADOS 
Existe un alto índice de infracciones sexuales en contra de los niños y adolescentes. Entre 
2014 y 2018, el sistema educativo receptó 3.300 denuncias por violencia sexual, informó el 
miércoles 9 de mayo el ministro de Educación, Fander Falconí, ante la Comisión  Ocasional  
Aampetra  de  la  Asamblea,  presidida  por  Silvia  Salgado.  “De acuerdo con las denuncias, 
3.975 víctimas de delitos sexuales hubo en los planteles”, manifestó el funcionario. Entre 2015 
y 2017, el sistema judicial contabilizó 27.666 casos, agregó. Además, el Ministerio intervino 
ocho instituciones educativas, cinco en Quito, una en Manta y dos en Guayaquil. En la 
Academia Aeronáutica Pedro Traversari (Aampetra), con sede en la capital, se reguló la planta 
docente.   Falconí mencionó que 1.212 profesores fueron relacionados con delitos sexuales, 
así como 337 estudiantes y 74 empleados administrativo y de limpieza. María Fernanda 
Porras, subsecretaria para la Innovación Educativa y del Buen Vivir, explicó que de las 3.300 
denuncias, 1.623 pertenecen al sistema educativo y 1.677 corresponden al entorno. El 
Ministerio de Educación notificó 196 sumarios administrativos de 292. Se cumplieron 140 
audiencias y se emitieron 40 resoluciones, de las cuales 38 profesores fueron desvinculados, 
tras recursos de revisión, y se rectificó la inocencia de dos docentes. “A la fecha fueron 
entregados a la Fiscalía General del Estado 385 resoluciones de casos archivados o 
suspendidos para su revisión. Estos expedientes datan desde 2014 hasta 2018”, señaló 
Marcelo Jaramillo, coordinador Jurídico del  Ministerio de Educación. Al encuentro asistieron 
padres de las víctimas, quienes solicitaron al Ministerio de Educación mayor atención a los 
planteles particulares, en la contratación de profesores, ventas de libros, uniformes y más 
pagos. En torno al caso del sacerdote que presuntamente abusó de un menor en Cuenca, en 
2015, Henry Calle dijo que la institución educativa fue intervenida.  
Falconí dijo que 147.000 docentes y 57.000 aspirantes serán evaluados psicométricamente. 
Telégrafo, 2018) Las autoridades educativas no han denunciado este tipo de infracciones 
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administrativas más bien lo han ocultado. En todos los casos investigados existe un factor en 
común el Estado, prefirió proteger su integridad y la de sus instituciones educativas públicas 
antes que los derechos las de los niños. Si bien es considerado un derecho bastante complejo 
de materializar en su totalidad, el derecho a la educación sin duda implica políticas y valores 
progresistas es decir que la el derecho a la educación comprende la preocupación por la 
integridad física,  psíquica  y  emocional  de  los  seres  estudiantes  además  de  su  desarrollo  
académico, previniendo y evitando las amenazas que surjan por parte de los docentes, 
administrativos o incluso los mismos estudiantes.    
Por  10  años  la  ciudadanía  ecuatoriana  sido  testigo  del  paulatino  y  sistemático 
desmantelamiento del “sistema integral de protección de derechos”, en particular el de niñez 
y adolescencia. Al amparo de una constitución garantista de derechos, se ha gestado la 
desmovilización social; el control y el autoritarismo de ciertas autoridades y entidades del 
sector público fue mermando la participación ciudadana, generándose una brecha en el 
ejercicio pleno de sus derechos.  
Lo acontecido  en  una  unidad  educativa  réplica,  en  la  ciudad  de  Guayaquil,  ha 
exacerbado las alertas sobre una realidad silenciada y silenciosa de lo que acontece en las 
instituciones educativas del país. Y digo a exacerbado, porque hemos sido testigos casos 
similares dados en la ciudad de Quito y en el resto de provincias, durante los años 2015 al 
2017: como son el caso denominado “El principito” y el “Traversari”, hechos de abuso sexual 
a infantes, niños y adolescentes en establecimientos educativos privados, los que han 
concluido en procesos judiciales a los perpetradores y a lo mucho en lo administrativo en 
multas o pedida de disculpas públicas a los padres y madres de familia de los afectados por 
parte de las autoridades de los establecimientos involucrados. (Telégrafo, 2018)   
Es  entonces  cuando  surgen  interrogantes  a  la  materialización  de  los  derechos 
establecidos en la constitución o incluso a lo que estipula El Acuerdo Ministerial N.° 020- 12, 
del 25 de enero de 2012, denominado Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por 
Procesos del Ministerio de Educación, determina que la misión del Ministerio de Educación es 
“garantizar el acceso y calidad de la educación inicial, básica y bachillerato a los y las 
habitantes del territorio nacional, mediante la formación integral, holística e inclusiva de niños, 
niñas, jóvenes y adultos, tomando en cuenta la interculturalidad, la plurinacionalidad, las 
lenguas ancestrales y género desde el enfoque de derechos y deberes para fortalecer el 
desarrollo social, económico y cultural, el ejercicio de la ciudadanía y la unidad en la diversidad 
de la sociedad ecuatoriana”. (Acuerdo Ministerial N.° 020-12, 2012.)  
Están regulados por el mismo órgano rector y deben cumplir las mismas normas, pero en el 
caso de los colegios particulares, las denuncias de abuso sexual no pasan por el mismo 
proceso que los planteles públicos.   
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Y sin embargo, la ley es la misma. El artículo 359 de la Ley Orgánica de Educación 
Intercultural (LOEI) establece que “la Junta Distrital de Resolución de Conflictos es la instancia 
competente para conocer el proceso sancionatorio en contra de instituciones educativas 
particulares o fisco misionales, y sus representantes legales, promotores o directivos”.  
No obstante, en los planteles privados las denuncias van directamente a la Fiscalía, y los 
incargados de interponerlas son los propios rectores.  
¿Cuántas se han registrado en los últimos años? No existe una cifra. Lo indica el informe de 
la comisión Aampetra de la Asamblea, encargada de investigar el alto índice de denuncias de 
abuso sexual en escuelas y colegios.  
“El Ministerio de Educación no cuenta con estadísticas ni un registro sistematizado de las 
acusaciones en los colegios particulares”, establece el documento. Ante la comisión 
comparecieron los exministros de Educación Augusto Espinosa y Freddy Peñafiel, además 
del actual titular, Fander Falconí.  
Los  991  casos  reportados  por  el  ministerio  desde  2014  a  2017  responden 
exclusivamente a los institutos públicos.   
Los pocos procesos que se han dado a conocer, han visto la luz a través de las redes sociales 
y los medios de comunicación; entre ellos el caso de ‘El Principito’, que se registró en 2015 
en un colegio de la capital y polarizó a la opinión pública. Otros, como los suscitados en el 
Cebi y el San Francisco de Asís, ambos en Guayaquil, se han difundido en el último mes.   
 Martha  Córdova,  presidenta  de  la  Federación  de  Establecimientos  Educativos 
Particulares Laicos (Fedepal), coincide en que no hay estadísticas de las denuncias en los 
planteles privados, pero considera que los índices son inferiores.  
“En los últimos diez años, el ministerio ha emprendido una campaña sancionatoria contra los 
colegios particulares. Por lo tanto, las denuncias de este tipo, en nuestro gremio, pasan directo 
a la Fiscalía. Los profesores no pasan por el proceso de apelación administrativa por el que 
pasan los docentes fiscales. Deben defenderse ante la justicia”, afirmó. No obstante, cuántas 
de estas denuncias han culminado en una sentencia es otra pregunta sin resolver.  
A la vez, el informe de la comisión determina otra preocupante situación: en ninguno de los 
planteles privados analizados para el informe, el ministerio llevó a cabo el proceso 
administrativo correspondiente ni realizó el seguimiento que la ley declara obligatorio.  
“No hay evidencia del establecimiento de sanciones administrativas, ni de procesos 
administrativos para determinar si las autoridades tuvieron algún grado de responsabilidad y 
si cumplieron de forma adecuada con las medidas cautelares y de reubicación al docente (a 
labores administrativas)”, señala el documento.  
 Para el Dr. Roberto Passailaigue, exministro de Educación, la solución recae en la 
modificación de la normativa y en la formulación de procesos que se apliquen a colegios 
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públicos y privados por igual. “Al igual que el tema de la reubicación de docentes, estos son 
vacíos legales que se pueden solucionar con voluntad administrativa y política”.  
Nadie regula a las academias, entre los casos que analizó la comisión, hay uno que resalta. 
En la academia de ballet Guadalupe Chávez hubo un centenar de denuncias de acoso sexual, 
involucrando a un docente. Para las academias extracurriculares no existen protocolos de 
contratación, pese a que los principales alumnos son niños y adolescentes. Estas, a su vez, 
no son sometidas a regulaciones estatales ni cuentan con revisiones periódicas.  
Para el jurista Juan Carlos Reyes, este es un vacío legal. “Al ir directamente a la Fiscalía, no 
se abren procesos contra las academias, solo contra el acusado. No hay manera de 
contabilizar las denuncias”.  
La ley establece que, una vez conocido un caso por abuso o acoso sexua l, el colegio debe 
presentar la denuncia a la Fiscalía y ante las oficinas distritales del ministerio.  
El artículo 359 de la LOEI determina que las Juntas Distritales de Resolución de Conflictos 
son “la institución competente en todos los casos” y deben dictar las medidas cautelares 
respectivas.  
El acuerdo 2017-00052A, aprobado por el ministerio, establece que el colegio debe reportar  
obligatoriamente  a  las  autoridades judiciales  y  aplicar  todas  las medidas emitidas por la 
Fiscalía. (Expreso, 2017) Existe una normativa vigente que muy poco al logrado detener este 
tipo de problemática.  
El nuevo “Modelo de Gestión Educativa” que instauró la “Revolución ciudadana” a través de 
la derogatoria de la Ley de Educación reemplazada hoy por la Ley Orgánica de Educación 
Intercultural, de aquí en adelante “LOEI”, propuso un modelo descentralizado, pero al mismo 
tiempo la rectoría del Sistema se establece en el Ministerio de Educación, cuya cabeza, es el 
Ministro de Educación es la autoridad, y por ende el responsable político de lo acontecido.  
A  través  de  la  constitución  se  pretendió  acercar  a  la  ciudadanía  y  promover  la 
participación, la LOEI y su reglamento y acuerdos ministeriales han vuelto al sistema 
educativo en un ente absurdamente ostracista5 que ha limitado y/o quizá la participación de 
los diversos actores de la comunidad educativa, excluyendo la participación de otros actores  
históricos  en  la  construcción  del  desarrollo  y  la  educación,  como  las Organizaciones 
sociales y comunitarias del territorio. Pese que el artículo 15 de la LOEI, en su párrafo segundo 
manda que la comunidad educativa promueva “la integración de los actores culturales, 
deportivos, sociales, comunicacionales y de seguridad ciudadana para el desarrollo de sus 
acciones y para el bienestar común.”  
Ante el mandato constitucional de la gratuidad de la educación en todos los niveles y siendo 
el Ministerio de Educación uno de los entes de la administración pública más grande en cuanto 
a presupuesto y personal, surge la “Revolución Educativa”, la cual centró sus esfuerzos, como 
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se ha hecho público y es notorio, en la adecuación de la infraestructura educativa y poco 
notorio ha sido su centralidad de esfuerzos en  un cambio sustancial del paradigma educativo 
de derechos y más bien ha centrado sus esfuerzos en centralizar la participación en el ámbito 
disciplinario - sancionador. La masificación de los estudiantes en las aulas, ya que la política 
de gratuidad y la de construcción de gigantescas infraestructuras educativas, traerían consigo, 
lo que era previsible por simple sentido común, problemas y conflictos sociales, culturales y 
psicológicos, entre estudiantes y docentes. De estos actores quienes pasaban a ser sujetos 
de control, disciplina y sanción en gran medida lo son los estudiantes, para ello como muestra 
bastaría revisar los códigos de convivencia de los establecimientos educativos en los cuales 
se puede apreciar toda una gama de mecanismos de control y sanción para los estudiantes, 
padres y madres de familia. El ostracismo del Sistema de Educación, se manifiesta 
abiertamente en la institucionalización de neófitas instancias de protección de derechos 
propias a su ámbito y competencia. Como había indicado en los primeros párrafos, quienes 
de alguna forma trabajamos en la construcción y articulación de un sistema efectivo, integral 
e integrador de protección de derechos, fuimos testigos enmudecidos de cómo se fue 
desarticulando este sistema. Recordemos que con el Código de la Niñez y Adolescencia se 
creó una instancia de protección de derechos denominado “Juntas de Protección de Derechos 
de la Niñez y Adolescencia” en los ámbitos territoriales de los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados, GAD, los cuales se vieron inundados de casos de violentación de derechos 
en el Sistema Educativo, ante esto y en el afán de resguardar “el prestigio y buen nombre” del 
mismo, a través de la nueva ley de educación, el Ministerio de Educación crea su propia 
instancia de protección de derechos denominadas “Juntas Distritales de Resolución de 
Conflictos”, bajo su jurisdicción y “control”.   
Pero ¿Quiénes conforman estas Juntas Distritales?, El artículo 65 de (Ley Orgánica de 
Educación Intercultural, 2011), indica que: 
(…) la conforman de manera interdisciplinaria “tres profesionales que serán 
nombrados directamente por la autoridad competente: el Director Distrital, el Jefe de 
Recursos Humanos y el Jefe de Asesoría Jurídica.”, y el artículo 342 numeral 3 se 
manifiesta que en casos de vulnerabilidad de derechos y en “casos de conducta moral 
reñida con su función (docente o administrativa), o en casos de violencia sexual y como 
medida de protección,  se  debe  suspender  temporalmente  de  sus  funciones,  (…)  
a dicho funcionario/a en tanto dure la investigación y el sumario administrativo 
correspondiente. 
Estas “Juntas Distritales” son nombradas por la autoridad y para ocupar esos puestos no  
necesitan  o  no  se  ha  reglamentado  un  procedimiento  que  asegure  sino  la imparcialidad, 
por lo menos la neutralidad en el tratamiento de los casos tratados; a diferencia de las juntas 
Uniandes EPISTEME. Revista digital de Ciencia, Tecnología e Innovación 




distritales, la conformación de las “Juntas de Protección de Derechos”, se realiza por mandato 
del código de la niñez, mediante concursos públicos exigentes en experiencia y 
profesionalidad en el ámbito de los derechos humanos. He desarrollado una búsqueda en 
línea de los casos tratados y resueltos por estas Juntas Distritales y con pesar compruebo 
que las pocas resoluciones encontradas hacen referencia a procesos exculpatorios de los 
docentes y sancionadores a los dicentes (estudiantes). En cuanto a los procesos obligatorios 
de “Rendición de Cuentas”, estas instancias no lo realizan y es a través de las rendiciones de 
cuentas de los Distritos, en el mejor de los casos, que se hacen públicos solamente el número 
de casos tratados, sin un desglose de qué casos y con qué resoluciones concluyeron.  
Por otro lado, el Estado y particularmente el Ministerio de Educación ha incurrido en faltas 
graves de violentación de la norma constitucional en los artículos 44 (Ley Orgànica de 
Educaciòn Intercultural, 2011). 
“El Estado, la sociedad y la familia promoverán de forma prioritaria el desarrollo integral de las 
niñas, niños y adolescentes (…) quienes tendrán derecho a su desarrollo integral, entendido 
como proceso de crecimiento, maduración y despliegue de su intelecto y de sus capacidades, 
potencialidades y aspiraciones, en un entorno familiar, escolar, social y comunitario de 
afectividad y seguridad. (…)”.  
Articulo 46.- “El Estado adoptará, entre otras, las siguientes medidas que aseguren a las niñas, 
niños y adolescentes: (…), numeral 4.- “Protección y atención contra todo tipo de  violencia,  
maltrato,  explotación  sexual  o  de  cualquier  otra  índole,  o  contra  la negligencia que 
provoque tales situaciones.”   
 Articulo 341.- “El Estado generará las condiciones para la protección integral de sus 
habitantes a lo largo de sus vidas, que aseguren los derechos y principios reconocidos en  la  
Constitución,  (…).  La  protección  integral  funcionará  a  través  de  sistemas especializados, 
(…) siendo el sistema nacional descentralizado de protección integral de la niñez y la 
adolescencia el encargado de asegurar el ejercicio de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes, el cual se guiará por los principios específicos y los del sistema nacional de 
inclusión y equidad social.” Finalmente, el articulo 347 en su numeral 6, responsabiliza al 
Estado de la erradicación de “todas las formas de violencia en el sistema educativo y velar 
por la integridad física, psicológica y sexual de los y las estudiantes”. 
En cuanto a la violentación de la (Ley Orgánica de Educación Intercultural, 2011), se puede 
citar los artículos 3, 6 y 7, que definen los fines de la educación, las obligaciones del Estado 
y los derechos de los estudiantes en los que prevalecen la protección de la violencia sexual y 
la negligencia “que permita o provoque tales situaciones”. En todo caso y por decir lo menos, 
el Estado y el Ministerio de Educación han sido negligentes, por lo que urge un proceso de 
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reestructuración y reingeniería no solo institucional, sino también legal, curricular y 
pedagógica integral a fin de darle espíritu de derechos a las infraestructuras construidas.  
Ante estas graves negligencias en estos días el Ministerio de Educación hace público el 
acuerdo  ministerial  MINEDUC-MINEDUC-2017-00052-A,  publicado  en  el  Registro Oficial 
N° 46 de Viernes 28 de julio de 2017, en el cual expide el “Instructivo de actuación, para la 
atención a niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia sexual cometidas o detectadas 
en los establecimientos del sistema educativo nacional y los procesos  para  la  investigación  
y  sanción”,  el  cual  tiene  por  objeto  “regular  los procedimientos para la prevención, atención 
y acompañamiento a los/las niños, niñas y adolescentes de las instituciones educativas que 
se vean afectados por infracciones de tipo sexual;”  ampliando la gama de infracciones a todas 
las definidas desde el articulo 151 al  175  del  Código  Orgánico  Integral  Penal,  COIP.  Cabe  
resaltar  que  en  los considerandos  de  este  instructivo  no  se  contempla  el  artículo  11  
de  la  norma constitucional que define los principios de subsidiaridad y justiciabidad ante 
amenaza y violentarían de los derechos en los numerales del 3 al 6.  
Continuando con el análisis del instructivo, es grave también que el artículo 11 del mismo,  
sobre  las  medidas  preventivas,  en  el  literal  c,  se  plantee  la  reubicación “provisionalmente 
del denunciado en otra dependencia administrativa;” trasladando así la situación de riesgo. La 
disposición general única y la transitoria segunda, también requieren de explicaciones por 
parte de la autoridad, actual como anterior, del Ministerio de Educación, dado que la primera 
hace referencia a poner en vigencia “los Protocolos de Actuación frente a situaciones de 
Violencia, elaborado por la Subsecretaría para la Innovación Educativa y el Buen Vivir del 
Ministerio de Educación,” y la segunda dispone la realización de “actividades de capacitación 
y socialización de este Acuerdo Ministerial y de los Protocolos de Actuación frente a 
situaciones de Violencia, vigentes a partir de esta fecha.” Las precisiones deben estar 
encaminadas a explicar si los “Protocolos de actuación frente a hechos de violencia y/o 
violencia sexual ocurridos o detectados en el ámbito educativo” publicado en el 2014, estaban 
o no vigentes y por ende eran de obligatorio cumplimiento para las unidades educativas. Y si 
los nuevos “Protocolos de actuación frente a SITUACIONES DE VIOLENCIA detectadas o 
cometidas en el sistema educativo” derogan los anteriores del 2014. Ya que si se hace un 
análisis de ambos, el protocolo 2014, SÍ, contempla de manera explícita una “ruta frente a 
hechos de violencia ejercida por funcionarios/as de la institución educativa en contra de niños, 
niñas y adolescentes” que es el problema más recurrente y grave, en tanto que el protocolo 
2017 lo enuncia y lo diluye entre la violencia intrafamiliar e institucional, volviendo nuevamente 
a proteger e invisibilizar la violencia sexual del personal administrativo y docente ejercida 
contra los estudiantes. 
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Finalmente, y como corolario, se concluye que la violación de los derechos humanos y 
ciudadanos están inmersos y encarnados en el Sistema Educativo, y que tanto las autoridades 
políticas como administrativas, actuales y anteriores, han incurrido en faltas graves a la norma 
constitucional y la propia Ley Orgánica de Educación Intercultural y su reglamento.  Así mismo 
los funcionarios y servidores públicos de las instancias educativas han violentado  por  
ignorancia  o  mala  fe  los  principios  básicos  de  las garantías constitucionales de 
subsidiaridad y justicia ante hechos de violencia de los derechos humanos de los estudiantes, 
por lo que son responsables administrativa, civil y penalmente de los hechos de violencia 
sexual de centenares de niñas, niños y adolescentes en los establecimientos públicos y 
privados del país. Que urge una reforma integral e integradora de los sistemas de protección 
de derechos y del sistema de educación, así como la articulación prioritaria y urgente del 
sistema nacional de inclusión y equidad social. Reformas a la Ley Orgánica de Educación 
Intercultural que promueva una efectiva participación de los diversos actores de la comunidad 
educativa y la sociedad civil organizada y comunitaria en la gestión de todo el ciclo de la 
política educativa  al  amparo  del  artículo  100  de  la  norma  constitucional.  Que  se  regule, 
reestructure, profesionalice, especialice y controle desde la Judicatura las denominadas 
Juntas Distritales de Resolución de Conflictos en el Sistema Educativo. Que se reforme la Ley 
de Arbitraje y Mediación para fomentar, crear y regular el funcionamiento y operatividad de la 
mediación en los ámbitos comunitarios y educativos en todas las instituciones de educación; 
Que se reforme el Protocolo de actuación ante situaciones de violencia sexual en el sistema 
educativo 2017; Que se declare política pública prioritaria  la  previsión,  prevención  y  
atención  a  todas  las  formas  de violencia  de derechos en el sistema educativo, con énfasis 
a la violencia sexual; que se genere una prohibición normativa tácita y explícita que prohíba, 
a cualquier inculpado sentenciado por  delitos sexuales contra niños, niñas y adolescentes 
trabajar o colaborar de manera paga o voluntaria en cualquier  establecimiento o entidad 
pública, privada, urbana y/o rural en los cuales se interactúe con la niñez o adolescencia 
 
CONCLUSIONES  
Se ha constatado el incrementado considerablemente el índice de infracciones sexuales en 
contra de los niños y adolescentes en el ámbito educativo.  
En el Ecuador, las autoridades educativas públicas y privadas no han denunciado este tipo de 
infracciones administrativas.  
La normativa vigente es eficaz para determinar si este tipo de problemática.  
Los docentes no contaron con formación adecuada para prevenir estas situaciones.  
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